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Tenemos que comenzar afirmando que es evidente que las Administraciones Públicas están ante nuevos retos, tal como expone la introducción del programa de este seminario, deben afrontar cambios normativos y de funcionamiento para completar los objetivos de modernización y adaptación a la realidad social y que los sindicatos participamos en este entramado de forma muy activa.

Por ello, los sindicatos luchamos por mejorar los servicios públicos y su imagen, trazándonos estrategias entre las que cabe un marco de cooperación para lograr servicios de calidad… si esta cooperación no es posible, habrá que acudir a las reivindicaciones, a la denuncia pública, incluso a las movilizaciones que puedan implicar a la ciudadanía como perdedores definitivos de patrimonio público.

La ISP define ese marco posible: "La cooperación es una relación activa basada en el reconocimiento del interés común, que tienen el personal y los empleadores del sector público, en asegurar la viabilidad y el vigor de los servicios públicos. Esa relación presupone un continuo empeño del personal en mejorar la calidad y eficacia de su actividad y requiere que las entidades empleadoras acepten a los empleados como parte interesada con derechos e intereses que tienen que tomarse en cuenta en el contexto de las decisiones importantes que afectan a su trabajo y a su empleo."

Todo esto viene a resumir que se necesita un trabajo común para la reforma y mejora de los servicios públicos, así como una norma básica que sea el punto de consenso que permita abordar estos cambios.

La Constitución española es concluyente al establecer que la Ley regulará el estatuto de los empleados públicos, indicando como contenidos necesarios del mismo el sistema de acceso a la función pública, de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. La Constitución no exige al legislador que dicte una única Ley singular que se denomine Estatuto que contenga agrupadas todas las normas concernientes a la función pública. De modo que no puede considerarse inconstitucional la circunstancia de que, cerca de un cuarto de siglo después de aprobada la Constitución, la materia que nos ocupa esté regulada en un conjunto de normas dispersas, unas preconstitucionales y otras posteriores a la Constitución. Pero, aunque la dispersión normativa no pueda considerarse inconstitucional, desde el punto de vista de la seguridad jurídica, y desde el tenor literal del artículo 103.3 de la Constitución, puede sostenerse la conveniencia de que se apruebe un único texto en que se contenga el entero régimen jurídico básico de los empleados públicos. Así debió entenderlo el Gobierno presidido por el Sr. Aznar cuando el 25 de junio de 1999 aprobó, después de más de dos años de elaboración y negociación, el proyecto de ley sobre el Estatuto de la Función Pública. Bien es cierto que las fechas en que se remitió el proyecto de ley al Congreso y la más que inminente convocatoria de elecciones hacían presagiar lo que sucedió. Esto es, que no fue posible completar la tramitación del Estatuto, decayendo el proyecto con la disolución de las Cortes, sin que se haya reactivado el mismo en la segunda legislatura del Gobierno del Partido Popular. Sin embargo debe reseñarse que, de modo prácticamente inmediato a la celebración de las Jornadas, el Ministro de Administraciones Pública ha anunciado su intención proponer a las demás fuerzas políticas una especie de “Pacto de Toledo sobre la Función Pública” en que se tendrá en cuenta el tantas veces citado Proyecto de Estatuto de la Función Pública, iniciativa que celebramos con toda sinceridad.   

Pero, al margen de las razones de tipo formal antes expuestas, la reforma de la función pública, con o sin Estatuto, es necesaria. El Estado, lo público, atraviesa en España y en Europa una de las peores épocas de su historia reciente. Los aires liberalizadores han llegado a la Administración con fuerza insospechada. La gestión pública se considera ineficaz, ineficiente, sustituible. Los aires liberales no se han detenido en el sector público empresarial, a cuya liquidación ha asistido la población española con indiferencia incomprensible, sino que han alcanzado al núcleo duro de lo público. La seguridad, la sanidad, y la enseñanza públicas son desplazadas cada vez más por seguridad privada, sanidad privada, enseñanza privada y un largo etcétera. Y, cuando no se privatiza lo público a las claras, se externalizan cada vez más funciones públicas por el Estado, las Comunidades Autónomas y los Entes Locales. Naturalmente, lo público se menosprecia y lo privado se valora al alza, aunque no se haya acreditado que la gestión privada sea más eficaz que la pública, y en ocasiones se pueda acreditar justamente lo contrario. Podrían traerse muchos ejemplos, pero nos quedaremos solamente con la comparación entre la Universidad Pública y la Universidad Privada que empaña esta última de toda suerte de dudas .

Cualquier sociedad avanzada para afrontar sus retos de presente y futuro necesita una Administración pública eficaz; lo que significa que necesita empleados públicos bien formados, especializados, reconocidos, responsables y motivados. Y para que la Administración haga las veces de motor de la sociedad es necesario llevar a cabo la inversión más importante y productiva; la inversión en la formación que redunde en mejores funcionarios en general, mejores médicos, mejores profesores, mejores investigadores, etcétera. Sin embargo, en términos de contabilidad nacional, la inversión en el factor humano se considera gasto, gasto que debe reducirse; entre otras razones para alcanzar la meta ideológica del déficit cero. Ideología que lamentablemente está penetrando en la sociedad española hasta el punto de que, según las encuestas que han visto la luz en los últimos meses, los españoles consideraríamos que soportamos una gran presión fiscal, cuando no cabe duda de que es la más liviana de Europa desde siempre (aunque no ha hecho sino crecer en los últimos años), y, en consecuencia, querríamos pagar menos impuestos y recibir mejores servicios y prestaciones públicas y disfrutar mejores infraestructuras. Una especie de “España de los milagros” en que todos pagaríamos menos y recibiríamos más. Esto es, tendríamos mejores carreteras, aeropuertos, trenes, mejor educación y sanidad, mejor ocio, mayor seguridad en las calles, mejores pensiones, etc. Pero resulta obvio que para recibir mejores servicios es preciso invertir más y mejor en el sector público, pues sin operadores públicos bien preparados no llegarán las soluciones imaginativas que consigan ahorro, productividad y excelencia. Esa nueva ideología conservadora, que no liberal, a la que nos hemos referido, ha calado en los ciudadanos acentuando el desprestigio de lo público justificando una política privatizadora que no parece tener límites. 

Por eso en esta época en que los enemigos del Estado, los enemigos de lo público, surgen por doquier, es preciso hacer hincapié en sus virtudes. Bien es sabido que el Estado significa muchas cosas y diferentes y que ha sido utilizado para los fines más aviesos, como suele suceder con las mejores ideas. Pero, el significado que aquí nos interesa de Estado es el de instrumento de la solidaridad; el más potente y decisivo instrumento para la solidaridad. Hasta el punto de que salvar al Estado equivale a salvar uno de los instrumentos fundamentales de nuestro sistema democrático. Hace unos días, el expresidente francés Valery Giscard d´Estaing, que preside la Convención Europea, con esa capacidad de síntesis que caracteriza a los franceses, especulaba sobre el que debiera ser lema de la Europa Unida y proponía que este fuera “Libertad, justicia y solidaridad”. La asociación de lo que antes parecía contrapuesto, inasociable, se está realizando en Europa, a través del Estado. La Europa de las libertades fundida con la Europa social, a la que debiéramos dedicar también unas Jornadas. Apostemos pues por el Estado, porque si no lo hacemos nosotros, los empleados públicos, nadie lo hará por nosotros. 

Nada es más hermoso y gratificante que servir a los demás y eso somos los empleados públicos, servidores de nuestros conciudadanos. Y estamos aquí para ver como podemos encontrar mejores formulas para realizar mejor nuestras funciones.
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